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INTRODUCCIÓN 
 
 

En 1988, entró en vigor la “Constitución ciudadana”1 de Brasil. Nuevas 
instituciones fueron creadas y muchas de las antiguas renovadas. A partir de 
ese momento, se impuso a las Administraciones Públicas el objetivo de 
guiarse por los principios constitucionales de legalidad, publicidad, imper-
sonalidad, moralidad, eficiencia2, motivación3 y probidad4. Además de ello, 
resurgió el Ministerio Público con garantías que lo protegen de las influen-
cias del poder político, el Poder Judicial se fortaleció y los Tribunales de 
Cuentas adquirieron competencias antes inexistentes. 

Fue en este contexto en el que se inició hace más de veinte años nuestra 
trayectoria profesional en el Ministerio Público del Estado brasileño de 
Bahía. Desde el principio, fue evidente el contraste entre las promesas consti-
tucionales y la realidad, escenario que fue posible experimentar tanto en los 
pequeños pueblos del interior como en las grandes ciudades, donde las prác-
ticas nepotistas, amiguistas, clientelistas y corruptas en general estaban nor-
malizadas. Los gobernantes seguían sistemas normativos no coincidentes 
con la Constitución para servir a intereses distintos del bien público. En la 
práctica, el Poder Judicial estatal dependía del apoyo administrativo de la 
alcaldía local, sufría con la congestión de procesos y la insuficiente forma-
ción de su personal para tratar de los complicados casos de corrupción. Esa 
realidad nos motivó la búsqueda de claridad sobre el fenómeno de la corrup-
ción, sus causas, dinámicas y consecuencias. 

La inicial enseñanza académica basada en la lógica “buenos versus malos” 
y circunscrita al Derecho Penal, no fue suficiente para colmar las lagunas res-
pecto al tema. El “Máster Universitario en Corrupción y Estado de Derecho” 
                                                               
1 Expresión acuñada por el entonces presidente de la Asamblea Constituyente, Diputado 

Federal Ulisses Guimarães. 
2 Art. 37, caput. 
3 Art. 93, X. 
4 Sometiendo, incluso, al Presidente de la República a un escrutinio por crimen de respon-

sabilidad cuando viola tal principio (art. 85.V). 
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de la Universidad de Salamanca, en el seno del “Programa Oficial de Pos-
grado en Estado de Derecho y Buen Gobierno”, nos proporcionó la oportu-
nidad de estudiar la corrupción como un fenómeno universal, globalizado, 
multidisciplinar y en búsqueda contínua de perfeccionamiento de solucio-
nes. 

Un producto de ese Programa fue el Trabajo de Fin de Máster intitulado 
“El Ministerio Público en el combate a la corrupción política: entre deficien-
cias, incomprensiones, límites y posibilidades”, donde fue desarrollada una 
investigación que siguió un abordaje multidisciplinar del tema corrupción 
—en particular de la corrupción política— y del papel del Ministerio Público 
en sus variantes conformaciones, como responsable de la persecución penal 
de esa clase de ilícito. Así, fue posible analizar esos temas desde la Ciencia 
Política, la Economía, las diversas ramas del Derecho y la Filosofía, entre 
otros campos del conocimiento. 

Ese trabajo nos llevó a otras observaciones. Quedó claro que, así como en 
Brasil y América Latina5, en Alemania, Francia, Inglaterra, Italia, España y 
Estados Unidos de América (EEUU), países más desarrollados, existe la 
preocupación con este tema, que afecta la confianza en la democracia y en 
las instituciones en general6. De la misma manera, se constató que es univer-
sal la dificultad de concretar la legalidad penal con relación a los sujetos pú-
blicos y privados poderosos, aspecto dependiente, en alguna medida, de la 
configuración adoptada para el Ministerio Público de cada país. Por fin, se 
percibieron las transformaciones profundas que viene experimentando el 
proceso penal, lo cual despertó interés en la evolución de los instrumentos 
de cooperación interna e internacional y sus posibilidades para el combate a 
la corrupción política. 
                                                               
5  Así nos demuestra el “Latinobarómetro: informe 2017”, publicado en octubre de 2017 y 

disponible en http://www.latinobarometro.org/LATDocs/F00006433-InfLatinobarome-
tro2017.pdf. 

6  En cuanto a Europa, consúltense, por ejemplo, los datos recogidos en el “Eurobarómetro: 
fichas informativas nacionales sobre actitudes ante la corrupción”, publicado en 
20.02.2018 y disponible en https://ec.europa.eu/home-affairs/news/eurobarometer-coun-
try-factsheets-attitudes-corruption_en. Respecto a Estados Unidos, véanse los datos pre-
sentes en la encuesta “US Corruption Barometer 2017”, de Transparencia Internacional, 
publicada en 12.12.2017 y disponible en https://www.transparency.org/news/pressre-
lease/nearly_six_in_ten_americans_believe_the_us_became_more_corrupt_in_2017. 
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Esta Tesis Doctoral constituye un paso hacia adelante en el desafío de 
profundizar la investigación sobre los temas mencionados anteriormente. 
No se pretende ofrecer soluciones absolutas para todos los problemas apun-
tados en este trabajo. Ni se aspira trabar una lucha quijotesca contra molinos 
de viento o encaminarse hacia el peligroso terreno de las cruzadas morales o 
del buenismo7 en contra de la corrupción política. 

Esta tesis tiene como foco el Estado constitucional democrático de Dere-
cho como principal víctima de la corrupción política. Examinando elemen-
tos de ese Estado ha sido posible encaminar conjuntamente reflexiones teó-
ricas y prácticas sobre los dos principales ejes de la investigación: el Ministe-
rio Público y el proceso penal, así como las implicaciones de ambos en el 
combate a la corrupción política. 

Los objetivos trazados han sido dos. Por un lado, plantear el diseño insti-
tucional de un modelo de Ministerio Público que se considere capaz de hacer 
frente a la corrupción de los sujetos políticos. Por otro lado, encontrar ele-
mentos para sostener el carácter imprescindible de un proceso penal coope-
rativo, donde la voluntad ejerce un papel fundamental en la decisión de los 
rumbos concretos del proceso. 

Para cumplir estos objetivos de la investigación doctoral, hemos estu-
diado con mayor profundidad la literatura europea y americana; asimismo, 
hemos examinado algunas ideas y prácticas existentes en otros continentes. 
También ha sido realizada una revisión narrativa, a través de medios físicos 
y virtuales, consultando fuentes bibliográficas varias como monografías, li-
bros, artículos de revistas, artículos de periódicos y encuestas de organismos 
internacionales públicos y privados. El encuentro con parte de las fuentes 
señaladas se dio en la Universidad de Salamanca y en la Facoltà di 
Giurisprudenza di Trento durante una estancia de investigación bajo la tuto-
ría del profesor Roberto Toniatti. 

Como marco conceptual inicial para la investigación, fue elegido un con-
cepto de corrupción que, aun cuando hincado en claros elementos centrales, 
es dotado de la flexibilidad necesaria para adaptarse a las influencias sociales, 
históricas, culturales y normativas que inevitablemente lo condicionan. En 
coherencia con esa perspectiva, se asumió un marco definitorio de corrup-
ción política que tiene en cuenta la doble responsabilidad, jurídica y política, 
                                                               
7 BUSTOS GISBERT (2010: 69). 
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que puede incidir sobre los gobernantes corruptos y las repercusiones de las 
prácticas políticas corruptas sobre la democracia. 

A continuación, consideramos relevante comprender, en líneas generales, 
el proceso que llevó a la construcción de instituciones y medidas de control 
del poder y cómo estas se han desarrollado. Ese recorrido, por un lado, pro-
porciona un marco teórico para entender el estado del arte en materia de 
control de los gobernantes. Por otro lado, despeja zonas grises acerca de la 
ejecución de las triples funciones estatales y de la insuficiencia de ese es-
quema tripartido para contestar las demandas actuales. 

De la ruta referida se llega al examen del Ministerio Público como un ac-
tor central en la contención de los abusos de poder representados por la co-
rrupción política. A partir del estudio del origen de esta institución, se in-
gresa en la investigación de las distintas garantías que pueden asegurar su 
autonomía y la independencia de sus miembros. Unas garantías que son 
puestas en debate cuando se contrastan las relaciones del Ministerio Público 
con el poder político y la libertad de prensa. 

Posteriormente, habrá que poner como objeto de verificación el aspecto 
procesal del combate a la corrupción. En principio, un examen más teórico, 
donde se traen indagaciones e intentos de respuesta a los cambios habidos 
en el proceso penal a lo largo de los dos últimos siglos. Un análisis de los in-
flujos de la noción de interés público y del conexo papel de los jueces en el 
proceso penal adquiere relevancia para comprender las alternativas al pro-
ceso penal tradicional enmarcadas por una mayor disponibilidad de la ac-
ción penal, la ampliación de la discrecionalidad del Ministerio Público y la 
mayor cooperación entre distintos actores procesales incorporados como 
instrumentos de búsqueda de mejores resultados concretos. El proceso es 
evaluado según la óptica de Pawlik8 sobre el deber de cooperación en la teo-
ría de la pena y del delito en un Estado de libertades. Además, se tendrá que 
contextualizar el rol del proceso penal en supuestos que caracterizan la res-
ponsabilidad política. 

Sobre el tema antes mencionado, se elabora sobre la posición del Minis-
terio Público en cuestiones claves respecto a la corrupción política. También 
se realizará el análisis del comportamiento adecuado de esa institución en los 
casos en que la responsabilidad jurídica no excluye la política y de las precau-
ciones necesarias para la preservación de su legítimo papel institucional. 
                                                               
8  PAWLIK (2016). 
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Ahora con foco en aspectos prácticos, deberemos interrogar acerca de las 
aptitudes del proceso penal frente a la corrupción política. En esa línea de 
razonamiento, se indagará respecto del compromiso de armonía que debe 
haber entre Derecho Penal y proceso penal. A modo de ilustración, serán co-
locados ejemplos concretos de la aplicación de un proceso penal más coope-
rativo producidos en el marco de la Operación Lava Jato, el conocido asunto 
de corrupción que tiene lugar en Brasil y que ha derivado en numerosas in-
vestigaciones y juicios en varios países americanos y de otros continentes. 
Igualmente, se reflexionará sobre la necesidad de utilizar el proceso civil 
como un posible mecanismo capaz de generar impactos positivos en la lucha 
contra la corrupción política. 

Dando énfasis al aspecto de la cooperación en el proceso penal, invocare-
mos razones teóricas y prácticas con relación a formas específicas de colabo-
ración, importantes, en particular, para la persecución penal de la corrupción 
política. Serán consideradas hipótesis de cooperación desde diversos puntos 
de vista y ejecutadas por diversos actores procesales, con la producción de 
diferentes consecuencias en el proceso penal. La tensión entre eficacia y ga-
rantías procesales será puesta en discusión. Esos instrumentos son también 
debatidos teniendo en cuenta las diferencias entre los ordenamientos del 
common law y del civil law. 

Finalmente, hay que mencionar que la hipótesis de este trabajo va a tener 
una línea crítica, pero también propositiva, ratificando modelos normativos 
ya existentes e indicando alternativas posibles para la consecución de las as-
piraciones del Ministerio Público y del proceso penal. Es por el empeño a lo 
largo de años de profesión y el esfuerzo empleado en esta investigación que 
se espera, con esta tesis, contribuir para el debate y la consolidación de me-
canismos institucionales más adecuados para la protección del Estado demo-
crático de Derecho ante los daños causados por la corrupción política. 
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CONCLUSIONES 
 
 

PRIMERA. Disponer de un concepto jurídico de corrupción política es 
esencial para poder delimitar el ámbito de incidencia de la normatividad: 
sirve de parámetro para la puesta en marcha de la persecución penal a través 
de Ministerio Público, así como para la operatividad de las garantías proce-
sales en el marco de realización de la responsabilidad jurídica de los sujetos 
políticos. Sin embargo, es innegable reconocer la limitación de todo con-
cepto de corrupción, debido a que el mismo da cobijo a determinadas situa-
ciones y a la vez excluye otras, cuyo contenido ético es más que dudoso. La 
política conforma el Derecho y la exclusión de las normas jurídicas de ciertas 
conductas apartadas de paradigmas éticos exigibles a los políticos revela una 
contradicción de difícil solución. 

Por otra parte, el hecho de que el concepto de corrupción política sea de 
aquellos susceptibles de recibir fuertes influencias de sistemas normativos 
no jurídicos, posibilita su adecuación a las nuevas realidades. La asunción de 
esa adecuación por el Derecho depende de la disposición de los sujetos polí-
ticos y de los incentivos —muy inciertos— para que ello suceda, tanto en un 
sentido positivo (que abarque prácticas impropias en el campo de los ilícitos) 
como negativo (que relaje aún más el control jurídico sobre el poder polí-
tico). Esos contextos excluidos no siempre se insertan en ámbitos de amplia 
discrecionalidad de los sujetos públicos y configuran evidentes conflictos de 
interés, privilegios y poderes abusivos forjados bajo una discutible legalidad. 
La fijación de una verdadera responsabilidad política es un aliado impor-
tante para suplantar las limitaciones resultantes de un concepto jurídico de 
corrupción política. 

 
SEGUNDA. El concepto de corrupción en general y el de corrupción po-

lítica en particular, tiene en el sustrato económico un elemento central. Aún 
cuando el beneficio obtenido por el corrupto —o por el corruptor— no tenga 
inmediata dimensión financiera y económica, mediatamente los efectos del 
acto de corrupción se realizan con esa perspectiva de obtener una utilidad. 
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De otra parte, si no se cumple la condición anterior, de todos modos, el as-
pecto económico informa la lógica transaccional bajo la cual ese concepto es 
determinado. Ese condicionante, por consiguiente, confina las posibilidades 
de que la lucha contra la corrupción política alcance las verdaderas raíces del 
problema. Respetada esa limitación, cuya superación depende de un cambio 
profundo en las sociedades, el combate a esa corrupción en el modo en que 
está configurado su concepto requiere que el foco de atención del Derecho y 
de las agencias de control del poder sea dirigido no solo hacia los sujetos po-
líticos, sino que también hacia las conductas de los sujetos privados. 

 
TERCERA. El Estado democrático de Derecho es la mayor víctima de la 

corrupción política. Esta máxima, por sí misma considerada, legitima el es-
fuerzo social amplio en el sentido de su prevención y represión. Las dimen-
siones formal y sustancial del Estado democrático de Derecho se erosionan 
profundamente cuando este fenómeno impera en una sociedad. La recepti-
bilidad de las demandas sociales por los sujetos políticos se debilita y, en 
cambio, se refuerza hacia el cumplimiento de los acuerdos con los corrupto-
res. En términos prácticos, sucede la sustracción de derechos de los ciudada-
nos. La formación de una identidad en la ciudadania respecto de su condi-
ción de víctima de la corrupción puede generar movimientos colectivos de 
indignación y movilización, impulsores de cambios políticos y jurídicos. El 
empeño ciudadano es indispensable para que el Derecho otorgue reconoci-
miento a los nuevos postulados políticos de responsabilidad de los sujetos 
políticos. Esa certeza que el Derecho brinda es importante, habida cuenta de 
la dificultad de mantenerse una permanente movilización de las personas 
como medio de control y vigilancia del poder. De ahí el rol de una ciudadanía 
educada, informada y activa. 

 
CUARTA. El alcance del concepto de corrupción política no puede ser 

expandido con el objetivo de suplir los vacíos de la ejecución de la responsa-
bilidad política. La expansión del Derecho Penal en ese supuesto sería ani-
quiladora de la esfera política y de su capacidad de conformar decisiones dis-
crecionales. El camino más adecuado para el cambio del comportamiento de 
los sujetos políticos puede devenir de reformas en la regulación de los parti-
dos políticos y en la normativa del sistema político en general que permita la 
presencia más acentuada de la ciudadanía en los procesos de toma de deci-
siones y de fiscalización de los negocios públicos. Un sistema de múltiples 
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incentivos debe ser elaborado con tal finalidad. El refuerzo de instrumentos 
individuales y, en particular, colectivos de exigencia de receptibilidad de las 
demandas ciudadanas por los políticos debe ser incrementado. De esta ma-
nera, se echa mano de alternativas a la mera responsabilidad de los sujetos 
políticos, que debe quedar reservada para las situaciones dotadas de mayor 
gravedad, aumentando, por consiguiente, la calidad de la democracia. 

 
QUINTA. El control del poder político no puede quedar exclusivamente 

en manos del cuerpo electoral. La legitimidad de éste para el escrutinio de 
los gobernantes es incuestionable, debiendo mantenerse permanentemente 
vigilante con relación al proceder de los sujetos políticos y ejercitar la legí-
tima desconfianza respecto de sus representantes. Empero, la existencia de 
un aparato institucional estatal eficiente para contrastar la corrupción polí-
tica es indispensable y se legitima democráticamente. Existen varias restric-
ciones para la actuación de control vertical del poder por el cuerpo electoral. 
Es por esto que instituciones expertas y profesionales que cooperan entre sí 
son fundamentales como complemento indispensable del proceso de fiscali-
zación y responsabilidad de los sujetos políticos. 

 
SEXTA. Hacer frente a la corrupción política es una tarea ardua, suscep-

tible de múltiples barreras y represalias a quien se atreve a llevarla a cabo. 
Cuando resulta infringida la legalidad penal, deben existir en el ordena-
miento jurídico y en el cuadro institucional de un Estado mecanismos aptos 
para responder adecuadamente a esa vulneración. El Ministerio Público, en 
cuanto institución de persecución de ilícitos penales de corrupción, debe ser 
dotado de garantías idóneas para protegerse de influencias gubernamenta-
les, de la captura partidista y de represalias derivadas de los inconformismos 
con su actuación. Tales garantías deben ser regidas normativamente a partir 
de la Constitución y extenderse desde el proceso de selección de sus miem-
bros hasta la seguridad de la autónoma administración y el dominio de la 
gestión financiera. No deben ser olvidados regímenes protectores de la ins-
titución con relación a los procesos de nombramiento y cese del Fiscal Ge-
neral y al mecanismo de relación interna entre los fiscales y los escalones su-
periores. El principio de jerarquía debe ser instituido básicamente en cues-
tiones administrativas que no tengan implicaciones directas o indirectas con 
el ejercicio de las actividades típicas de fondo de los fiscales. La actuación 
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procesal, en consecuencia, no puede ser dejada al sabor de maniobras admi-
nistrativas para alejar al fiscal de un determinado asunto. El control directo 
de la jefatura ejercitado mediante instrumentos excepcionales como la avo-
cación debe ser limitado a situaciones extremas y motivadas y no como una 
potestad discrecional e injustificada. 

 
SÉPTIMA. La autonomía del Ministerio Público y la independencia de 

los fiscales no son incompatibles con el principio de la legitimidad democrá-
tica. Es perfectamente viable la rendición de cuentas política y jurídica de la 
jefatura institucional y de los fiscales individualmente considerados. El con-
trol por el poder político de las potestades de cambio de las normativas, de 
nombramiento de magistrados de las altas cortes y de determinación de la 
política criminal son algunos de los muchos ejemplos de contraste a un ten-
dencial ejercicio de poder arbitrario por el Ministerio Público. El discurso de 
la ilegitimidad democrática suena más bien como pretexto para asegurar la 
impunidad de quienes se involucran en supuestos de corrupción política y 
rechazan cualquier forma de responsabilidad. Democracia y responsabilidad 
no son excluyentes, todo el contrario. El poder elegido, deshonesto e irres-
ponsable, se deshace de su legitimación democrática. 

 
OCTAVA. Los juicios de corrupción, por su alto nivel de interés público, 

despiertan en el medio político y de las comunicaciones intenciones diver-
gentes de la mera fiscalización de los procedimientos jurisdiccionales y de la 
publicidad. El Ministerio Público, por ello, debe mantenerse estrictamente 
dentro de los límites de la información imparcial y desinteresada al lidiar con 
tales juicios. Debe rechazar cualquier intento de utilizarse como instrumento 
de propósitos políticos y de estímulo a la mercantilización del proceso penal 
como noticia. Detrás de los juicios, siempre habrá un sujeto de derechos y 
todo su entorno. Una postura equidistante de la cuestión política confiere 
credibilidad a la institución y genera la confianza en la ciudadanía en el sen-
tido de que el Ministerio Público actúa con imparcialidad y dirigido exclusi-
vamente a la realización del interés público. La autonomía institucional y la 
independencia de los fiscales, igualmente, cumple una función en ese sen-
tido, al igual que la adopción de políticas específicas de formación de su per-
sonal y de comunicación. 
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NOVENA. La conformación del concepto de interés público y, por con-
siguiente, de las formas de resolver los conflictos relacionados con él vienen 
pasando por serias transformaciones. Actualmente, es posible, siguiendo cri-
terios normativos prestablecidos, hacer uso de esquemas que permiten la ne-
gociación, la transacción, el arbitraje y otras formas similares de interven-
ción de la voluntad de los sujetos interesados en la construcción de solucio-
nes, como forma de resolver casos de conflictos que involucran el interés pú-
blico. La eventual exclusión o reducción del papel de las entidades públicas 
y del Poder Judicial como medios de canalización de los procesos de solución 
referidos no significa tout court la consumación de perjuicios, potenciales o 
concretos, al interés público. 

 
DÉCIMA. El cambio referido anteriormente ha influido en el rol que los 

jueces y fiscales desarrollan en el proceso penal. Ello no entraña necesaria-
mente la violación de garantías procesales. El Ministerio Público contempo-
ráneo ostenta la imparcialidad como uno de sus principios orientadores. Una 
imparcialidad que no se confunde con la de la actividad jurisdiccional, la que 
se acciona en otro momento, con otras condiciones y elementos reunidos y 
con finalidad propia. La actividad de persecución penal se despliega en el 
sentido de encontrar elementos objetivos y racionalmente justificables, se-
gún los criterios previstos en la normativa, que demuestren la comisión de 
un ilícito. La propia valoración de los hechos perseguibles no es libre, cir-
cunscribiéndose a los parámetros legales, doctrinales y de la jurisprudencia 
de los tribunales. El presupuesto de sus iniciativas no es la defensa del un 
interés propio, sino que del interés público: la aplicación de la legalidad pe-
nal a través de una buena prestación de justicia. La institución custodia los 
valores del Estado democrático de Derecho que inciden en toda la actividad 
de persecución penal. Esa intrínseca naturaleza de sus actividad y deberes 
retira parte del riesgo de que se desempeñe arbitrariamente. 

 
UNDÉCIMA. El deber de imparcialidad del Ministerio Público en nues-

tros días debe incluir la obligación de audiencia de la parte investigada, sobre 
la cual puede incidir el ius puniendi. Ello contiene la obligación de tener en 
cuenta pruebas en contra de la versión que legitimó al principio la iniciativa 
persecutoria. Esa obligación debe respetar las circunstancias fácticas y tem-
porales que condicionan la realización de las pruebas, a fin de que no se pro-
crastine indebidamente y por mala fe, la actividad de persecución y no se 
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pierdan los elementos probatorios susceptibles de desaparición. La norma-
tiva debe regular esa obligación, reservando, cuando fuere el caso, para la 
instrucción oral en juicio el ejercicio de tal derecho por la defensa. 

 
DUODÉCIMA. El hecho de que el proceso penal puede contemplar al-

guna forma de cooperación, negociación o colaboración entre los sujetos 
procesales que pueda representar la abreviación o resolución del asunto no 
significa que el Ministerio Público tiene que buscar irreflexivamente la con-
dena o la peor condición jurídica para el investigado. La presunción de que 
estos sujetos procesales de antemano entrarán desprotegidos en el proceso 
penal se desmiente por la asistencia técnica jurídica obligatoria de que dis-
frutan y por los deberes señalados al Ministerio Público. Contrariamente, la 
presunción más intuitiva es la de que las partes son las que mejor conocen 
sus condiciones jurídicas actuales y tienen la capacidad de proyectar los po-
sibles escenarios futuros con respecto a sus derechos. La seguridad de que 
errores o abusos no van a sacrificar los valores superiores del ordenamiento 
jurídico debe devenir de la previsión normativa de pautas para el ejercicio de 
esas formas de intromisión de la voluntad en el proceso penal y de mecanis-
mos de revisión preventivos o correctivos, el principal de ellos la propia ju-
risdicción. 

 
DÉCIMO TERCERA. La cooperación en el proceso penal es un camino 

consolidado. La jurisdicción penal moderna debe contar con unos mecanis-
mos de colaboración que contribuyen para la aplicación de la mejor justicia. 
La sociedad compleja en que vivimos requiere de la participación de todos, 
en todos los dominios de la gobernabilidad social —incluida la esfera de la 
Administración de Justicia— cuando se trate de resolver cuestiones enmara-
ñadas y de trascendente interés público como es la corrupción política. Con 
relación a ésta, esa perspectiva de la cooperación procesal es muy pertinente. 
La investigación y enjuiciamiento de casos de corrupción política es asunto 
de indudable interés colectivo. La aclaración de los hechos de esa naturaleza 
concierne a toda la ciudadanía, así como los resultados de la persecución, de 
manera que la cooperación en el proceso penal no debe excluir los mecanis-
mos que acojan la colaboración de terceros para que se realice el principio de 
justicia. 
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DÉCIMO CUARTA. El Estado de Derecho no debe ser visto como una 
esfera apartada de la sociedad, un conjunto de principios e instituciones que 
se justifican solamente por su propia existencia. Él está para responder a las 
necesidades sociales, que a día de hoy son muy distintas de las que se presen-
taron en su origen. Por esa razón, la verdadera realización de ese Estado de 
Derecho es una tarea de todos y el Derecho debe diseñar las formas de inte-
gración de la ciudadanía en esa tarea. Ello incluye atribuir formas de integra-
ción al ciclo subjetivo de realización de la Administración de Justicia a través 
del proceso penal. 

 
DÉCIMO QUINTA. La democracia presupone la responsabilidad jurí-

dica y política de los gobernantes. Son esferas que se comunican sin que se 
yuxtapongan. Puede haber coincidencia de oportunidad en la incidencia de 
ambas. Sin embargo, la responsabilidad jurídica, delimitada por el derecho, 
es más restricta que la política. El desfase en la ejecución de la responsabili-
dad política no puede llevar a la indebida flexibilización de la responsabili-
dad jurídica. El ámbito de la política se gobierna por principios, tiempos, me-
canismos, dinámicas y objetivos muy propios. Por más corruptas y perennes 
que sean las prácticas de gobierno en una concreta sociedad, no será la res-
ponsabilidad jurídica la que vaya a sanar esos problemas. Esa clase de res-
puesta no está conformada para reemplazar la acción política. Los resultados 
de ese intento pueden ser, entre otros, la flexibilización de los contornos del 
Derecho Penal y de las garantías provenientes del Derecho Procesal penal y, 
al fin y al cabo, el incremento de la desconfianza y desafección hacia las ins-
tituciones y de la frustración social. 

 
DÉCIMO SEXTA. Los diversos sistemas jurídicos no son impermeables 

a influencias externas. Los institutos del Derecho europeo continental y del 
Derecho anglosajón son susceptibles de tener interacciones recíprocas y 
asunciones de instituciones de uno hacia otro. Así, es natural la trasposición 
de mecanismos de índole negociada propios del common law para los siste-
mas basados en el civil law. Esa transposición, empero, no puede ser reali-
zada de forma absoluta e incondicionada. Cada sistema jurídico debe buscar 
los límites y reservas que representen su visión acerca de la compatibilidad 
interna y seguridad jurídica. No suena ser adecuada tampoco la presunción 
de que los modelos, con sus ajustes, van a presentar los mismos resultados y 



596 

los mismos problemas. La formación de los profesionales de las ciencias ju-
rídicas, la normativa local y el desarrollo de las prácticas en torno a los insti-
tutos señalados, según las peculiaridades de cada realidad, son dinámicas 
condicionantes de cómo institutos similares previstos en diferentes ordena-
mientos alcanzarán su punto de equilibrio óptimo de funcionamiento. 

 
DÉCIMO SÉPTIMA. La previsión de una política de incentivos para los 

cooperantes en el proceso penal no es, de por sí, un aspecto que desfigura las 
garantías procesales o induce de modo insuperable al error —o abuso— en 
la resolución de los conflictos penales. En los casos de corrupción política, 
los incentivos son importantes, en particular, aquellos que representan ga-
rantías al cooperante con relación a su vida laboral o empresarial. La norma-
tiva debe prever los requisitos para la admisión de la cooperación, para la 
actuación de los incentivos y para la responsabilidad en caso de mala fe. Los 
incentivos son fundamentales para la consecución de mejores resultados por 
la Administración de Justicia. Esta no se mueve solamente por exigencias de 
eficiencia y de utilidad, pero son sí importantes los resultados prácticos tra-
ducibles en recuperación de recursos públicos y de reparación de daños co-
lectivos causados por la corrupción política. El Derecho no puede cerrar los 
ojos a esa circunstancia. 

 
DÉCIMO OCTAVA. La corrupción política se enmarca en un ambiente 

de canalización de los recursos públicos y privados involucrados en su diná-
mica para destinos supranacionales distintos y bajo diferentes estrategias de 
ocultación. Si se quiere una verdadera persecución de la corrupción política, 
la cooperación internacional aparece como una etapa del proceso penal in-
dispensable. Una cooperación que debe contar con garantías de su fluidez y 
eficacia. La intervención de terceros intermediadores de su trámite, vincula-
dos a los gobiernos, solamente se justifica con un carácter meramente buro-
crático. Cualquier apreciación de fondo de esos órganos en cuanto a los pro-
cedimientos de cooperación internacional es contraria a la independencia de 
la jurisdicción. Eso porque, en tales supuestos, el control de la prestación ju-
risdiccional penal dependiente de la cooperación internacional para su des-
linde se desplaza para las manos del Poder Ejecutivo. Desde otro punto de 
vista, cuando los sujetos públicos son el blanco de las medidas de coopera-
ción solicitadas, la intervención del Poder Ejecutivo puede significar la posi-
ble impunidad de esos criminales. 
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DÉCIMO NOVENA. El Estado democrático de Derecho, en cuanto una 
de las más importantes conquistas civilizadoras, no puede ser reducido a una 
cuestión penal. Así, si bien la política no puede ser criminalizada, a su vez los 
políticos deben ser castigados por sus excesos criminales. 

 
VIGÉSIMA. Todos los diseños institucionales, arquetipos de sistemas de 

gobierno y ordenamientos jurídicos, son lo que son por la acción humana, 
para bien y para mal. Es a través del perfeccionamiento de la formación, de 
los valores y compromisos de ese elemento humano que los errores y abusos 
se volverán cada vez más una excepción. 
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ANEXO 
para la obtención del título de Doctor con 

“Mención Internacional” 
 
 

INTRODUÇÃO 
 
Em 1988, a “Constituição Cidadã”1684 do Brasil entrou em vigor. Novas 

instituições foram criadas e muitas das antigas foram renovadas. A partir 
desse momento, se impôs às Administrações Públicas o objetivo de serem 
guiadas pelos princípios constitucionais de legalidade, publicidade, impes-
soalidade, moralidade, eficiência1685, motivação1686 e probidade1687. Além 
disso, o Ministério Público ressurgiu com garantias que o protegem da in-
fluência do poder político, se fortaleceu o Poder Judiciário e os Tribunais de 
Contas adquiriram competências antes inexistentes. 

Foi nesse contexto que nossa trajetória profissional começou há mais de 
vinte anos no Ministério Público do Estado da Bahia. Desde o início, era evi-
dente o contraste entre as promessas constitucionais e a realidade, cenário que 
foi possível experimentar tanto nas pequenas quanto nas grandes cidades, 
onde as práticas do nepotismo, compadrio, clientelismo e comportamentos 
corruptos em geral estavam normalizados. Os governantes seguiam sistemas 
normativos que não coincidiam com a nova Constituição para servir a 
interesses diferentes do bem público. Na prática, o Poder Judiciário estadual 
dependia do apoio administrativo da prefeitura local, sofria com o congesti-
onamento de processos e a formação insuficiente de seus funcionários para 
lidar com os casos complicados de corrupção. Essa realidade nos motivou a 
                                                               
1684  Expressão cunhada pelo então presidente da Assembleia Constituinte, deputado federal 

Ulisses Guimarães 
1685  Art. 37, caput. 
1686  Art. 93, X. 
1687  Sometendo, incluso, ao Presidente da República a escrutínio por crime de responsabili-

dade quando viola tal principio (art. 85.V). 
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buscar a clareza sobre o fenômeno da corrupção, suas causas, dinâmicas e 
consequências. 

A inicial formação acadêmica, baseada na lógica “bom versus ruim” e cir-
cunscrita ao Direito Penal, não foi suficiente para preencher as lacunas em 
relação ao assunto. O “Mestrado en Corrupção e Estado de Direito” da Uni-
versidade de Salamanca, no seio do “Programa Oficial de Pósgraduação em 
Estado de Direito e Bom Governo”, forneceu-nos a oportunidade de estudar 
a corrupção como um fenômeno universal, globalizado, multidisciplinar e 
em busca contínua do aperfeiçoamento de soluções. 

Um produto desse programa foi o trabalho de Dissertação de Mestrado 
intitulado "O Ministério Público no combate à corrupção política: entre la-
cunas, mal-entendidos, limites e possibilidades", em que foi desenvolvida 
uma pesquisa que seguiu uma abordagem multidisciplinar do tema corrup-
ção —em particular da corrupção política— e o papel do Ministério Público 
em suas variantes conformações, como responsável pela persecução penal 
deste tipo de crime. Assim, foi possível analisar esses temas desde a Ciência 
Política, a Economia, os diversos ramos do Direito e a Filosofia, entre outras 
áreas do conhecimento. 

Esse trabalho nos levou a outras observações. Ficou claro que, como no 
Brasil e na América Latina1688, na Alemanha, França, Inglaterra, Itália, Espa-
nha e Estados Unidos da América, países mais desenvolvidos, há uma preo-
cupação com essa questão, que afeta a confiança na democracia e nas insti-
tuições em geral1689. Da mesma forma, constatou-se que é universal a dificul-
dade de se concretizar a legalidade penal em relação aos poderosos sujeitos 
públicos e privados, aspecto dependente, até certo ponto, da configuração 
adotada pelo Ministério Público de cada país. Por fim, foram percebidas as 
                                                               
1688  Assím mostra o “Latinobarómetro: informe 2017”, publicado em Octubro de 2017 e dis-

ponible em http://www.latinobarometro.org/LATDocs/F00006433-InfLatinobarome-
tro2017.pdf. 

1689  Em quanto a Europa, consulte-se, por exemplo, os dados recolhidos no “Eurobarómetro: 
fichas informativas nacionais sobre atitudes ante a corrupção”, publicado em 20.02.2018 e 
disponível em https://ec.europa.eu/home-affairs/news/eurobarometer-country-factsheets-
attitudes-corruption_en. Respeito dos Estados Unidos, viam-se os dados presentes na pe-
quisa “US Corruption Barometer 2017”, de Transparência Internacional, publicada em 
12.12.2017 y disponível em https://www.transparency.org/news/pressrelease/ne-
arly_six_in_ten_americans_believe_the_us_became_more_corrupt_in_2017. 
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profundas transformações que o processo penal vem vivenciando, o que des-
pertou o interesse pela evolução dos instrumentos de cooperação interna e 
internacional e suas possibilidades no combate à corrupção política. 

A presente Tese de Doutorado é um passo adiante no desafio de aprofun-
dar a pesquisa sobre os tópicos mencionados anteriormente. Não se 
pretende oferecer soluções absolutas para todos os problemas apontados 
neste trabalho. Nem se pretende engajar em uma luta quixotesca contra os 
moinhos de vento ou avançar para o perigoso terreno das cruzadas morais 
ou da bonismo1690 contra a corrupção política. 

Esta tese tem como foco o Estado constitucional democrático de Direito 
como a principal vítima da corrupção política. Examinando elementos desse 
Estado, foi possível articular conjuntamente reflexões teóricas e práticas so-
bre os dois eixos principais da investigação: o Ministério Público e o pro-
cesso penal, bem como as implicações de ambos na luta contra a corrupção 
política. 

Os objetivos definidos foram dois. Por um lado, propor o desenho insti-
tucional de um modelo de Ministério Público considerado capaz de fazer 
frente à corrupção dos agentes políticos. Por outro lado, encontrar elemen-
tos para apoiar o caráter essencial de um processo penal cooperativo, onde a 
vontade exerce um papel fundamental na decisão dos rumos concretos do 
processo. 

Para cumprir esses objetivos da pesquisa de doutorado, estudamos a lite-
ratura europeia e americana com maior profundidade; além disso, examina-
mos algumas ideas e práticas existentes em outros continentes. Uma revisão 
narrativa também foi realizada através de meios físicos e virtuais, consul-
tando fontes bibliográficas várias, como monografias, livros, artigos de re-
vistas, artigos de jornais e pesquisas de organizações internacionais públicas 
e privadas. O encontro com parte das fontes mencionadas ocorreu na Uni-
versidade de Salamanca e na Facoltà di Giurisprudenza di Trento durante 
uma estadia de pesquisa sob a orientação do professor Roberto Toniatti. 

Como marco conceitual inicial para a pesquisa, foi escolhido um conceito 
de corrupção que, mesmo quando fincado em elementos centrais claros, é 
dotado da flexibilidade necessária para se adaptar às influências sociais, 
históricas, culturais e normativas que inevitavelmente o condicionam. Em 
coerência com essa perspectiva, foi adoptado um quadro definidor de 
                                                               
1690 BUSTOS GISBERT (2010: 69). 



660 

corrupção política que leva em consideração a dupla responsabilidade, 
jurídica e política, que pode incidir sobre os governantes corruptos e às 
repercussões das práticas políticas corruptas sobre a democracia. 

Em seguida, consideramos relevante entender, em linhas gerais, o 
processo que levou a construção de instituições e medidas de controle do 
poder e como estas se desenvolveram. Este percurso, por um lado, 
proporciona um quadro teórico para entender o estado da arte em matéria 
de controle dos governantes. Por outro lado, clareia as zonas cinzentas 
acerca da execução das tríplices funções estatais e da insuficiência de este 
esquema tripartido para responder às demandas atuais. 

Seguindo o percurso mencionado, se chega ao Ministério Público 
considerado um ator central na contenção dos abusos de poder 
representados pela corrupção política. A partir do estudo da origem desta 
instituição, entra-se na investigação das diferentes garantias que podem 
assegurar sua autonomia e a independência de seus membros. Garantias 
essas que são colocadas em debate quando são contrastadas as relações do 
Ministério Público com o poder político e a liberdade de imprensa. 

Posteriormente, o aspecto processual da luta contra a corrupção é colo-
cado como objeto de verificação. Em princípio, um exame mais teórico, com 
o qual se trazem indagações e tentativas de respostas às mudanças no pro-
cesso penal ao largo dos últimos dois séculos. Uma análise das influências da 
noção de interesse público e do papel relacionado aos juízes no processo pe-
nal adquire relevância para compreender as alternativas ao processo penal 
tradicional conformadas em uma maior disponibilidade da ação penal, a 
ampliação da discricionariedade do Ministério Público e a maior cooperação 
entre diferentes atores processuais incorporados como instrumentos de 
busca de melhores resultados concretos. O processo é avaliado de acordo 
com a perspectiva de PAWLIK1691 sobre o dever de cooperação na teoria da 
pena e do crime em um Estado de liberdades. Além disso, o papel do processo 
penal em hipóteses que caracterizam a responsabilidade política terá que ser 
contextualizado. 

Sobre a questão supracitada, se elabora acerca da posição do Ministério 
Público sobre questões-chave relativas à corrupção política. Também será 
                                                               
1691  PAWLIK (2016). 
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realizada uma análise do comportamento adequado desta instituição nos ca-
sos em que a responsabilidade jurídica não exclua a política e as precauções 
necessárias para a preservação de seu papel institucional legítimo. 

Agora com foco nos aspectos práticos, devemos perguntar sobre as 
aptidões do processo penal diante da corrupção política. Nessa linha de 
raciocínio, será indagado sobre o compromisso de harmonia que deve existir 
entre o Direito Penal e o processo penal. A título de ilustração, serão 
apresentados exemplos concretos da aplicação de um processo penal mais 
cooperativo produzido no âmbito da Operação Lava Jato, a conhecida 
questão de corrupção que ocorre no Brasil e que tem levado a numerosos 
investigações e julgamentos em vários países americanos e de outros 
continentes. Da mesma forma, se refletirá sobre a necessidade de utilizar o 
processo civil como um possível mecanismo capaz de gerar impactos 
positivos no combate à corrupção política. 

Enfatizando o aspecto da cooperação no processo penal, invocaremos 
razões teóricas e práticas em relação a formas específicas de colaboração, 
importantes, em particular, para o persecução penal de corrupção política. 
Serão consideradas hipóteses de cooperação a partir de diferentes pontos de 
vista e executadas por diferentes atores processuais, com a produção de 
diferentes consequências no processo penal. A tensão entre eficiência e 
garantias processuais será colocada em discussão. Estes instrumentos são 
também debatidos tendo em conta as diferenças entre os sistemas do 
common law e do civil law. 

Por fim, cabe mencionar que a hipótese deste trabalho terá uma linha crí-
tica, mas também propositiva, ratificando modelos normativos existentes e 
indicando possíveis alternativas para alcançar as aspirações do Ministério 
Público e do processo penal. É devido ao empenho de anos de profissão e ao 
esforço empregado nesta pesquisa que se espera, com esta tese, contribuir 
para o debate e a consolidação de mecanismos institucionais mais adequados 
para a proteção do Estado democrático de direito diante dos danos causados 
pela corrupção política. 
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CONCLUSÕES 
 
PRIMEIRA. Dispor de um conceito jurídico de corrupção política é 

essencial para poder delimitar o âmbito de incidência da normatividade: 
serve de parâmetro para a implementação da persecução penal através do 
Ministério Público, bem como para a funcionalidade das garantias 
processuais dentro do marco de realização da responsabilidade jurídica dos 
sujeitos políticos. No entanto, é inegável reconhecer a limitação de qualquer 
conceito de corrupção, devido a que ele protege determinadas situações e, 
ao mesmo tempo, exclui outras, cujo conteúdo ético é mais do que duvidoso. 
A política conforma o Direito e a exclusão das normas legais de certos 
comportamentos apartados dos paradigmas éticos exigíveis dos políticos 
revela uma contradição que é difícil de resolver. 

Por outro lado, o fato de o conceito de corrupção política ser um daqueles 
suscetíveis a receber fortes influências de sistemas normativos não jurídicos, 
possibilita sua adequação a novas realidades. A assunção dessa adequação 
pelo Direito depende da disposição de sujeitos políticos e dos incentivos —
muito incertos— para que isso aconteça, tanto em um sentido positivo (que 
abarque práticas impróprias no campo do ilícito) quanto negativo (que 
relaxe ainda mais o controle jurídico sobre o poder político). Estes contextos 
excluídos nem sempre estão inseridos em âmbitos de ampla 
discricionariedade dos sujeitos públicos e configuram evidentes conflitos de 
interesses, privilégios e poderes abusivos forjados sob uma legalidade 
questionável. O estabelecimento de uma verdadeira responsabilidade 
política é um importante aliado para suplantar as limitações resultantes de 
um conceito jurídico de corrupção política. 

 
SEGUNDA. O conceito de corrupção em geral, e de corrupção política 

em particular, tem um elemento central no substrato econômico. Mesmo 
quando o benefício obtido pelo corrupto —ou pelo corruptor— não tenha 
dimensão financeira e econômica imediata, mediatamente os efeitos do ato 
de corrupção se realizam com essa perspectiva de obter uma utilidade. Por 
outro lado, se a condição acima não for satisfeita, em qualquer caso, o 
aspecto econômico informa a lógica transacional sob a qual esse conceito é 
determinado. Essa condição, portanto, limita as possibilidades de que a luta 
contra a corrupção política atinja as verdadeiras raízes do problema. 
Respeitada essa limitação, cuja melhoria depende de uma profunda 
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mudança nas sociedades, o combate a essa corrupção, de acordo com o modo 
em que está configurado o conceito, exige que o foco de atenção do Direito 
e dos órgãos de controle do poder sejam direcionados não apenas para os 
sujeitos políticos, mas também para o comportamento dos sujeitos privados. 

 
TERCEIRA. O Estado democrático de Direito é a maior vítima da 

corrupção política. Essa máxima, por si só, legitima o amplo esforço social 
no sentido de sua prevenção e repressão. As dimensões formal e substancial 
do Estado democrático de Direito se erodem profundamente quando esse 
fenômeno impera na sociedade. A receptividade das demandas sociais pelos 
sujeitos políticos enfraquece e, por outro lado, é reforçada para o 
cumprimento de acordos com os corruptos. Em termos práticos, acontece a 
subtração dos direitos dos cidadãos. A formação de uma identidade da 
cidadania como vítima da corrupção pode gerar movimentos coletivos de 
indignação e mobilização, motores de mudanças políticas e jurídicas. O 
empenho cidadão é essencial para que o Direito reconheça os novos 
postulados políticos de responsabilidade dos agentes políticos. Essa certeza 
que o Direito prevê é importante, dada a dificuldade de manter uma 
mobilização permanente das pessoas como meio de controle e 
monitoramento do poder. Daí o papel de uma cidadania educada, informada 
e ativa. 

 
QUARTA. O alcance do conceito de corrupção política não pode ser 

expandido a fim de preencher as lacunas na implementação da 
responsabilidade política. A expansão do Direito Penal em tal caso seria 
aniquiladora da esfera política e de sua capacidade de moldar decisões 
discricionárias. A forma mais adequada de alterar o comportamento de 
sujeitos políticos pode vir de reformas na regulação dos partidos políticos e 
das regras do sistema político em geral que permita a presença mais 
acentuada da cidadania no processo de tomada de decisões e de fiscalização 
dos negócios públicos. Um sistema de múltiplos incentivos deve ser 
desenvolvido para esta finalidade. Deve ser incrementado o reforço dos 
instrumentos individuais e, em particular, coletivos de exigência de 
receptividade das demandas cidadãs pelos políticos. Assim, se criam 
alternativas à mera responsabilidade dos sujeitos políticos, que deve ser 
reservada para situações de gravidade maior, aumentando, portanto, a 
qualidade da democracia. 
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QUINTA. O controle do poder político não pode permanecer 
exclusivamente nas mãos do corpo eleitoral. A legitimidade deste para o 
escrutínio dos governantes é inquestionável, devendo persistir 
permanentemente vigilante em relação à conduta dos sujeitos políticos e 
exercer a legítima desconfiança de seus representantes. No entanto, a 
existência de um aparato institucional estatal eficiente para contrastar a 
corrupção política é democraticamente legitimada e indispensável. Há 
várias razões que restringem o desempenho do controle vertical de poder 
pelo corpo eleitoral. As instituições expertas, profissionais e cooperantes 
entre si complementam satisfatoria e indispensavelmente este domínio de 
fiscalização e responsabilidade dos sujeitos políticos. 

 
SEXTA. Fazer frente à corrupção política é uma tarefa árdua, suscetível 

de múltiplas barreiras e represálias a quem se atreve a levá-la a cabo. Quando 
é infringida a legalidade penal, deve existir no quadro jurídico e institucional 
de um Estado mecanismos aptos para responder adequadamente a essa 
vulneração. O Ministério Público, como instituição de persecução de ilícitos 
penais de corrupção, deve ser equipado com garantias idôneas para se 
proteger de influências governamentais, da captura partidária e de 
represálias decorrentes do inconformismo com seu desempenho. Essas 
garantias devem ser regidas normativamente a partir da Constituição e 
estender-se desde o processo de seleção de seus membros até a segurança da 
administração autônoma e o domínio da gestão financeira. Não devem ser 
esquecidos regimes de proteção da instituição em relação aos processos de 
nomeação e de exoneração do Procurador-Geral e o mecanismo de 
relacionamento interno entre os membros do Ministério Público e os 
escalões superiores. O princípio da hierarquia deve ser estabelecido 
basicamente em questões administrativas que não têm implicações diretas 
ou indiretas com o desempenho das atividades típicas de fundo dos 
membros do Ministério Público. A atuação processual, portanto, não pode 
ser deixada ao sabor de manobras administrativas para afastar o membro da 
instituição de um caso particular. O controle direto da chefia exercido 
através de instrumentos excepcionais, como a avocação, deve ser limitado a 
situações extremas e motivado, e não como um poder discricionário e 
injustificado. 
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SETIMA. A autonomia do Ministério Público e a independência de seus 
membros não são incompatíveis com o princípio da legitimidade 
democrática. É perfeitamente viável a rendição de contas política e jurídica 
da chefia institucional e dos demais membros individualmente 
considerados. O controle pelo poder político das potestades de mudança das 
normativas, da nomeação de magistrados das altas cortes e da determinação 
da política criminal são alguns dos muitos exemplos de contraste a um 
tendencial exercício de poder arbitrário pelo Ministério Público. O discurso 
da ilegitimidade democrática soa como pretexto para assegurar a 
impunidade de quem se envolve em supostos de corrupção política e rechaça 
qualquer forma de responsabilidade. Democracia e responsabilidade não são 
excludentes, muito pelo contrário. O poder eleito, desonesto e irresponsável, 
se desfaz de sua legitimação democrática. 

 
OITAVA. Os processos sobre corrupção, por seu alto nível de interesse 

público, despertam no meio político e das comunicações intenções 
divergentes da mera fiscalização dos procedimentos jurisdicionais e da 
publicidade. O Ministério Público, por isso, deve manter-se estritamente 
dentro dos limites da informação imparcial e desinteressada ao lidar com tais 
processos. Deve rechaçar qualquer intento de utilizar-se como instrumento 
de propósitos políticos e de estímulo à mercantilização do processo penal 
como notícia. Por trás dos processos, sempre haverá um sujeito de direitos e 
todo seu entorno. Uma postura equidistante da questão política confere 
credibilidade à instituição e gera a confiança na cidadania no sentido de que 
o Ministério Público atua com imparcialidade e dirigido exclusivamente à 
realização do interesse público. A autonomia institucional e a independência 
dos membros do Ministério Público, igualmente, cumprem uma função 
nesse sentido, assim como a adoção de políticas específicas de formação de 
seu pessoal e de comunicação. 

 
NONA. A conformação do conceito de interesse público e, por 

conseguinte, das formas de resolver os conflitos relacionados com ele, vem 
passando por serias transformações. Atualmente, de acordo com critérios 
normativos preestabelecidos, é possível fazer uso de esquemas que incluem 
a negociação, a transação, a arbitragem e outras formas similares de 
intervenção da vontade dos sujeitos interessados na construção de 
soluciones, para a resolução de casos de conflitos envolvendo o interesse 
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público. A eventual exclusão ou redução do papel das entidades públicas e 
do Poder Judiciário como meios de canalização dos processos de solução 
referidos, não significa tout court a consumação de prejuízos, potenciais ou 
concretos, ao interesse público. 

 
DECIMA. A mudança referida anteriormente influenciou o papel que os 

juízes e membros do Ministério Público desenvolvem no processo penal. Isto 
não implica necessariamente a violação de garantias processuais. O 
Ministério Público contemporâneo ostenta a imparcialidade como um de 
seus princípios orientadores. Uma imparcialidade que não se confunde com 
a da atividade jurisdicional, a qual se aciona em outro momento, com outras 
condições e elementos reunidos e com finalidade própria. A atividade de 
persecução penal se desdobra no sentido de encontrar elementos objetivos e 
racionalmente justificáveis, segundo os critérios previstos na normativa, que 
demostrem a comissão de um ilícito. A própria valoração dos fatos objeto de 
persecução não é livre, circunscrevendo-se aos parâmetros legais, 
doutrinários e da jurisprudência dos tribunais. O pressuposto das suas 
iniciativas não é a defesa do interesse próprio, e sim do interesse público: a 
aplicação da legalidade penal através de uma boa prestação de justiça. A 
instituição custodia os valores do Estado democrático de Direito que 
incidem em toda atividade de persecução penal. Essa intrínseca natureza de 
suas atividades e deveres retira parte do risco de que se desempenhe 
arbitrariamente. 

 
DECIMA PRIMEIRA. O dever da imparcialidade do Ministério Público 

em nossos dias deve incluir a obrigação de audiência da parte investigada 
sobre a qual pode incidir o ius puniendi. Isto contém a obrigação de ter em 
conta provas contra a versão que legitimou ao princípio a iniciativa 
persecutória. Essa obrigação deve respeitar as circunstancias fáticas e 
temporais que condicionam a realização das provas, a fim de que não se 
procrastine indevidamente, e por má fé, a atividade de persecução, e não se 
percam os elementos probatórios susceptíveis de desaparecimento. A 
normativa deve regular essa obrigação, reservando, quando seja o caso, para 
a instrução oral em juízo o exercício de tal direito pela defensa. 

 
DECIMA SEGUNDA. O fato de o processo penal poder contemplar 

alguma forma de cooperação, negociação e colaboração entre os sujeitos 
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processuais que representem a abreviação ou resolução da solução do caso, 
não significa que o Ministério Público tem que buscar irreflexivamente a 
condenação ou a pior condição jurídica para o investigado. A presunção de 
que estes sujeitos processuais de antemão entram desprotegidos no processo 
penal se desmente pela assistência técnica jurídica obrigatória de que 
disfrutam e pelos deveres assinalados ao Ministério Público. 
Contrariamente, a presunção mais intuitiva é a de que as partes são as que 
melhor conhecem suas condições jurídicas atuais e tem a capacidade de 
projetar os possíveis cenários futuros com respeito a seus direitos. A 
segurança de que erros ou abusos não vão sacrificar os valores superiores do 
ordenamento jurídico deve advir da previsão normativa de pautas para o 
exercício dessas formas de intromissão da vontade no processo penal e de 
mecanismos de revisão preventivos ou corretivos, o principal deles a própria 
jurisdição. 

 
DECIMA TERCEIRA. A cooperação no processo penal é um caminho 

consolidado. A jurisdição penal moderna deve contar com mecanismos de 
colaboração que contribuam para a aplicação da melhor justiça. A sociedade 
complexa em que vivemos requer a participação de todos, em todos os 
domínios da governabilidade social —incluída a esfera da Administração de 
Justiça— quando se trate de resolver questões emaranhadas e de 
transcendente interesse público como é a corrupção política. Com relação a 
esta, essa perspectiva da cooperação processual é muito pertinente. A 
investigação e o processo de casos de corrupção política são assuntos de 
indubitável interesse coletivo. A aclaração dos fatos dessa natureza concerne 
a toda a cidadania, assim como os resultados da persecução, de maneira que 
a cooperação no processo penal não deve excluir os mecanismos que 
acolham a colaboração de terceiros para que se realize o princípio de justiça. 

 
DECIMA QUARTA. O Estado de Direito não deve ser visto como uma 

esfera apartada da sociedade, um conjunto de princípios e instituições que 
se justificam somente por sua própria existência. Ele está para responder às 
necessidades sociais, que hoje em dia são muito distintas das que se 
apresentaram na sua origem. Por essa razão, a verdadeira concretização 
desse Estado de Direito é uma tarefa de todos e o Direito deve desenhar as 
formas de integração da cidadania nessa tarefa. Isto inclui atribuir formas de 
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integração ao ciclo subjetivo de realização da Administração de Justiça 
através do processo penal. 

 
DECIMA QUINTA. A democracia pressupõe a responsabilidade 

jurídica e política dos governantes. São esferas que se comunicam sem que 
se justaponham. Pode haver coincidência de oportunidade na incidência de 
ambas. Sem embargo, a responsabilidade jurídica, delimitada pelo Direito, é 
mais restrita que a política. A defasagem na execução da responsabilidade 
política não pode levar à indevida flexibilização da responsabilidade jurídica. 
O âmbito da política se governa por princípios, tempos, mecanismos, 
dinâmicas e objetivos muito próprios. Por mais corruptas e perenes que 
sejam as práticas do governo numa sociedade concreta, não será a 
responsabilidade jurídica que vai sanar esses problemas. Essa classe de 
resposta não está conformada para substituir a ação política. Os resultados 
dessa tentativa podem ser, entre outros, a flexibilização dos contornos do 
Direito Penal e das garantias provenientes do Direito Processual penal e, ao 
fim e ao cabo, o incremento da desconfiança e desafeição nas instituições e 
da frustração social. 

 
DECIMA SEXTA. Os diversos sistemas jurídicos não são impermeáveis 

às influências externas. Os institutos do Direito europeu continental e do 
Direito anglo-saxão são susceptíveis de ter interações recíprocas e assunções 
de instituições de um para o outro. Assim, é natural a transposição de 
mecanismos de índole negociada próprios do common law para os sistemas 
baseados no civil law. Essa transposição, contudo, não pode ser realizada de 
forma absoluta e incondicionada. Cada sistema jurídico deve buscar os 
limites e reservas que representem sua visão acerca da compatibilidade 
interna e segurança jurídica. Não soa ser adequada tampouco a presunção 
de que os modelos, com seus ajustes, vão apresentar os mesmos resultados e 
os mesmos problemas. A formação dos profissionais das ciências jurídicas, a 
normativa local e o desenvolvimento das práticas em torno dos institutos 
destacados, segundo as peculiaridades de cada realidade, são dinâmicas 
condicionantes de como institutos similares previstos em diferentes 
ordenamentos alcançarão seu ponto de equilíbrio ótimo de funcionamento. 

 
DECIMA SETIMA. A previsão de uma política de incentivos para os 

cooperantes no processo penal não é, em si mesma, um aspeto que desfigura 
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as garantias processuais ou induz de modo insuperável ao erro —ou ao 
abuso— na resolução dos conflitos penais. Nos casos de corrupção política, 
os incentivos são importantes, em particular, aqueles que representam 
garantias ao cooperante com relação a sua vida laboral o empresarial. A 
normativa deve prever os requisitos para a admissão da cooperação, para a 
atuação dos incentivos e para a responsabilidade em caso de má fé. Os 
incentivos são fundamentais para a consecução de melhores resultados pela 
Administração de Justiça. Esta não se move somente por exigências de 
eficiência e de utilidade, mas são importantes os resultados práticos 
traduzíveis em recuperação de recursos públicos e em reparação de danos 
coletivos causados pela corrupção política. O Direito não pode cerrar os 
olhos a essa circunstância. 

 
DECIMA OITAVA. A corrupção política se conforma em um ambiente 

de canalização dos recursos públicos e privados envolvidos na sua dinâmica 
para destinos supranacionais distintos e sob diferentes estratégias de 
ocultação. Se se quer uma verdadeira persecução da corrupção política, a 
cooperação internacional aparece como uma etapa do processo penal 
indispensável. Uma cooperação que deve contar com garantias de sua fluidez 
e eficácia. A intervenção de terceiros intermediadores de seu trâmite, 
vinculados aos governos, somente se justifica com um carácter meramente 
burocrático. Qualquer apreciação de fundo desses órgãos com respeito aos 
procedimentos de cooperação internacional é contraria à independência da 
jurisdição. Isso porque, em tais supostos, o controle da prestação 
jurisdicional penal dependente da cooperação internacional para seu 
deslinde se traslada para as mãos do Poder Executivo. Desde outro ponto de 
vista, quando os sujeitos públicos são o alvo das medidas de cooperação 
solicitadas, a intervenção do Poder Executivo pode significar a possível 
impunidade desses criminosos. 

 
DECIMA NONA. O Estado democrático de Direito, enquanto uma das 

más importantes conquistas civilizadoras, não pode ser reduzido a uma 
questão penal. Assim, se bem que a política não pode ser criminalizada, os 
políticos devem ser castigados por seus excessos criminais. 

 
VIGESIMA. Todos os desenhos institucionais, arquétipos de sistemas de 

governo e ordenamentos jurídicos são o que são pelas a ação humana, para 
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o bem e para o mal. É através do aperfeiçoamento da formação, dos valores 
e compromissos desse elemento humano que os erros e abusos se tornarão 
cada vez mais uma exceção. 


